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Nº Acta: 21/2023

ACTA

Título reunión

COMISIÓN DISCIPLINARIA

Lugar Fecha Hora inicio Hora fin

Sala “María Victoria Cinto Lapuente” 11/12/2023 13:30 h. 14:30 h.

Asistentes

D. Wenceslao Francisco Olea Godoy Presidente

D. Álvaro Cuesta Martínez Vocal

D. Francisco Gerardo Martínez Tristán Vocal

D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva Vocal

D. Juan Manuel Fernández Martínez Vocal

D. Juan Martínez Moya Vocal

D. José María Macías Castaño Vocal

Dª Laura de Lorenzo Aracama Secretaria

Acuerdos alcanzados

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 30 de

noviembre de 2023.

Dos. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Imponer una sanción de suspensión

de funciones por tiempo de seis meses a XXX por la comisión de una falta muy

grave del art. 417. 9 de retraso injustificado y reiterado como titular del Juzgado

X. El acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la Comisión.

Tres. Expediente Disciplinario núm. XXX.- Imponer a XXX una sanción de

suspensión de funciones, por tiempo de veinte días por la comisión de una falta

muy grave del art. 417.8 de inobservancia del deber de abstención, y una sanción

de suspensión de funciones por tiempo de diez días por la comisión de una falta

muy grave del art. 417.13 de abuso de autoridad en su actuación como juez

sustituto en el Juzgado XXX. El acuerdo se decide por la mayoría de los

miembros, con la abstención de los vocales Álvaro Cuesta Martínez, Juan Manuel

Fernández Martínez y Juan Martínez Moya.

Cuatro. Acción Disciplinaria Tribunales núm. XXX.- Quedar enterada del

acuerdo del Presidente del Tribunal Superior de Justicia de X por el que acuerda

imponer una sanción de advertencia a XXX por la comisión de una falta leve de
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retraso en su actuación como titular del Juzgado X. El acuerdo es aprobado por

unanimidad de todos los miembros de la Comisión.

La próxima reunión de la Comisión Disciplinaria quedó fijada para el día 21

de diciembre de 2023, a las 9 h.

Vº Bº Presidente La Secretaria
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CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 


COMISION DISCIPLINARIA 


En Madrid, a 11 de diciembre de 2023 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, 


integrada por su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea 


Godoy, y los Vocales Excmos. Sres. Álvaro Cuesta Martínez, Francisco 


Gerardo Martínez Tristán, Enrique Lucas Murillo de la Cueva, Juan Manuel 


Fernández Martínez, Juan Martínez Moya y José María Macías Castaño, ha 


visto el Expediente Disciplinario nº XX/2023, instruido contra la Ilma. Sra. 


Dª. XXX, por su actuación como magistrada del juzgado X, por la presunta 


comisión de la falta prevista en el artículo 417.9 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial. 


ANTECEDENTES 


PRIMERO. - En fecha 23 de agosto de 2023 se adoptó el acuerdo de 


incoación de expediente disciplinario contra la Ilma. Sra. Dª. XXX, por su 


actuación como magistrada del juzgado X, por la presunta comisión de las 


faltas previstas en los artículos 417.9, 418.11 y 419.3 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial. 


SEGUNDO. - Notificado el citado acuerdo a la interesada, se practicaron 


las actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos 


objeto del expediente, como fue la formulación del correspondiente Pliego 


de Cargos, en fecha 9 de octubre de 2023 con la indicación de que los 


hechos reflejados pudieran constituir faltas de desatención, retraso 


injustificado e incumplimiento de plazos procesales, previstas en los 
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artículos 417.9, 418.11 y 419.3, respectivamente, de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial 


De todo lo actuado y a los efectos del artículo 425.3 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial, se dio traslado al Ministerio Fiscal, trámite correspondido 


en plazo y forma mediante escrito de fecha 31 de octubre de 2023. 


TERCERO. - El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 16 de 


noviembre de 2023 propuesta de resolución, en la que reseñó que los 


hechos llevados a cabo por el expedientado podían ser merecedores de una 


sanción de suspensión de 7 meses al tipificarlos como constitutivos de una 


infracción muy grave prevista en el 417.9 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial. En igual sentido se manifestó el Ministerio Fiscal. 


CUARTO. - En la tramitación del presente expediente disciplinario se han 


observado las prescripciones legales establecidas. 


HECHOS PROBADOS 


PRIMERO. - La magistrada contra la que se dirige el presente expediente 


disciplinario lo es del juzgado X.  


La Jefatura del Servicio de Inspección de este CGPJ, a consecuencia de la 


visita de inspección virtual realizada el segundo semestre de 2017, acordó, 


en fecha 5 de abril de 2018, la apertura del expediente de seguimiento núm. 


xxxx/2018, para el control de las sentencias y autos pendientes de dictado 


por la magistrada titular del órgano Dª XXX, y que se reflejan en el informe 


de la letrada del órgano de fecha 15/03/2018 (71 sentencias y 23 autos), 


para que por dicha magistrada-juez se adoptasen las medidas necesarias 
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para la reducción de dicha área de pendencia, comenzando por las de mayor 


antigüedad y/o aquellas que por disposición legal o por razón de la materia 


así lo requieran.  


Durante tal seguimiento, la letrada del órgano, desde el año 2019, viene 


informando sobre la pendencia de la firma de las resoluciones judiciales 


existentes en el sistema de gestión procesal EJCAT, de la Ilma. Sra. doña 


XXX. 


La evolución del seguimiento ha sido desfavorable. 


• En informe de la letrada del órgano de 12 de enero de 2022, se 


certificaba que la magistrada contaba con 52 sentencias y 11 autos finales 


pendientes de dictado. En cuanto a resoluciones pendientes de firma, 


ascendían a un total de 325, así como 64 autos de cláusulas abusivas 


pendientes de dictado no contabilizados en los anteriormente indicados. 


Dentro de la firma pendiente indicaba que había un total de 146 


providencias de traslado de posibles cláusulas abusivas tanto de ejecución 


como de monitorios. 


• En informe de la letrada del órgano de 11 de marzo de 2022, se 


certificaba que la titular contaba con 50 sentencias y 10 autos finales 


pendientes de dictado. En cuanto a resoluciones pendientes de firma 


ascendían a un total de 353, así como había 66 autos de cláusulas abusivas 


pendientes de dictado no contabilizados en los anteriormente indicados. 


Dentro de la firma pendiente indicaba que había un total de 151 


providencias de traslado de posibles cláusulas abusivas tanto de ejecución 


como de monitorios.  
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• En el informe de la letrada del órgano de 4 de abril de 2022, se 


certificaba que dicha titular contaba con 101 sentencias y con 13 autos 


finales pendientes de dictado (30 de ellas de juicios verbales sin vista). En 


cuanto a resoluciones pendientes de firma ascendían a un total de 346, así 


como 68 autos de cláusulas abusivas pendientes de dictado no 


contabilizados en los anteriormente indicados. Dentro de la firma pendiente 


indicaba que había un total de 135 providencias de traslado de posibles 


cláusulas abusivas tanto de ejecución como de monitorios.  


• En informe de la letrada del órgano de 1 de junio de 2022, se 


certificaba que la magistrada contaba con 123 sentencias y 13 autos finales 


pendientes de dictado (31 de ellas de juicios verbales sin vista). 


Las resoluciones pendientes de firma ascendían a un total de 464, así 


como 70 autos de cláusulas abusivas pendientes de dictado no 


contabilizados en los anteriormente indicados. Dentro de la firma pendiente 


indicaba que había un total de 183 providencias de traslado de posibles 


cláusulas abusivas tanto de ejecución como de monitorios.  


• En el informe de la letrada del órgano de 12 de septiembre de 2022, 


se certificaba que la magistrada contaba con 127 sentencias (35 de ellas de 


juicios verbales sin vista) y 28 autos finales pendientes de dictado. Las 


resoluciones pendientes de firma ascendían a un total de 276, así como 


había 69 autos de cláusulas abusivas pendientes de dictado no 


contabilizados en los anteriormente indicados. Dentro de la firma pendiente 


indicaba que había un total de 83 providencias de traslado de posibles 


cláusulas abusivas tanto de ejecución como de monitorios.  







 
 


5 


 
 


 


CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL 


COMISION DISCIPLINARIA 


• Respecto de las resoluciones pendientes de dictar especial mención 


merece:  


o El procedimiento 632/2016 está pendiente de resolver sobre los 


intereses moratorios desde septiembre de 2016. 


o El procedimiento 1183/2008 está pendiente de resolver sobre la 


vulnerabilidad desde enero de 2018. 


o El procedimiento 227/2019 está pendiente de auto desde septiembre 


de 2021. 


• En el informe de 19 de octubre de 2022, se certificaba que la 


magistrada contaba con 85 sentencias y 11 autos finales pendientes de 


dictado. En cuanto a resoluciones pendientes de firma ascendían a un total 


de 280, así como había 67 autos de cláusulas abusivas pendientes de 


dictado no contabilizados en los anteriormente indicados.  


El órgano en el que sirve la Sra. XX, el Juzgado X, fue objeto de dos 


inspecciones virtuales en este año 2021: 


1. En el acta de inspección virtual del primer semestre se incluyó a dicho 


órgano dentro del apartado de aquéllos con disfunciones para los cuales se 


efectuaban propuestas. En concreto, se detectaron las siguientes 


disfunciones: 


• Elevadísima pendencia en asuntos contenciosos y jurisdicción 


voluntaria: 1909, siendo la media del partido judicial de 953 asuntos. 
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• Elevada pendencia de procesos monitorios: 624, frente a la media del 


partido de 314 asuntos.  


• Elevada pendencia de procesos de ejecución: 1783, frente a la media 


del partido de 1243 ejecuciones en trámite. 


• 1321 escritos pendientes de proveer o diligenciar, siendo la media del 


partido judicial de 464. 


• Su tiempo de respuesta es de 15,60 meses, siendo la media del 


partido 8,5 meses. 


• 72 asuntos pendientes de incoar, frente a la media del partido judicial 


de 30 asuntos. 


La propuesta que se efectuó fue la de dirigir una comunicación a la 


Letrada de la Administración de Justicia para que, en el ámbito de sus 


competencias, adoptase las medidas oportunas en la organización y 


funcionamiento de la oficina judicial con el fin de reducir la pendencia de 


procedimientos en trámite, ejecuciones y escritos sin resolver; debiendo 


informar a la unidad inspectora de las medidas adoptadas como 


consecuencia de lo anterior, antes del 31/01/2022. 


2. En el acta de inspección virtual del segundo semestre de 2021 se 


volvió a incluir el órgano en el que sirve la Sra. XX en el apartado de órganos 


judiciales con disfunciones para los que se efectuaban propuestas; esas 


disfunciones observadas fueron: 
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• Elevadísima pendencia en asuntos contenciosos y jurisdicción 


voluntaria: 2078, siendo la media del partido judicial de 1042 asuntos. 


• Pendencia elevada de procesos monitorios: 708, frente a la media del 


partido de 382 asuntos.  


• Elevada pendencia de procesos de ejecución: 1813, frente a la media 


del partido de 1191 ejecuciones en trámite. 


• 52 sentencias pendientes de dictar, 15 de menos de tres meses, 12 


entre tres y seis meses y 25 de más de seis meses de antigüedad. 


• 11 autos pendientes de dictar, 4 de menos de tres meses, 3 entre tres 


y seis meses y 4 de más de seis meses de antigüedad. 


• 1273 escritos pendientes de proveer o diligenciar de más de 30 días 


de antigüedad, siendo la media del partido judicial de 529. 


• Su tiempo de respuesta es de 23,19 meses, siendo la media del 


partido 10,3 meses. 


• 171 asuntos pendientes de incoar, frente a la media del partido 


judicial de 99 asuntos. 


• Tasa de resolución baja: 0,73. 


 


Con fecha 26 de junio del presente año 2023, la Letrada de la 


Administración de Justicia del Juzgado X, remitió informe al Servicio del 


Promotor de la Acción Disciplinaria con el siguiente tenor:  
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“XX, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado XX, INFORMO: 


De conformidad con el informe requerido en el asunto de referencia, se 


hace constar el estado actual de la pendencia, a los efectos procedentes. 


En primer lugar, las resoluciones pendientes de firmar suman un total de 


547, según listado en Excel de firma de cada una de las secciones). No se 


ha podido efectuar cotejo de la bandeja de entrada de la Magistrada. 


Respecto de los procedimientos monitorios, se ha comprobado el listado 


de los que constan EN TRÁMITE en el sistema. Respecto de estos 


procedimientos se debe hacer constar que quedan pendientes de auto 


(cláusulas) 67 procedimientos (no se contabilizan en autos finales 


pendientes). Asimismo, se destaca que dentro de la firma pendiente consta 


un total de 99 providencias de traslado de posibles cláusulas abusivas. 


Respecto de los AUTOS FINALES y SENTENCIAS pendientes de dictar, se 


hace constar: 


- 157/autos SENTENCIAS PENDIENTES celebradas con vista y 


- 42 procedimientos pendientes sentencia sin vista. 


Constan documentos Excel en este Juzgado para el control y actualización 


de los datos anteriores y con los que se continúa el seguimiento con 


instrucciones por parte de esta Letrada. 


Es todo cuanto puedo informar, sin perjuicio de que se solicite alguna 


información complementaria y de quedar a su disposición para cualquier 


aclaración que fuere necesaria. 
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En X, a 26 junio de dos mil veintitrés.” 


 


Con fecha dos de octubre del presente año, la Letrada de la 


Administración de Justicia del Juzgado X remitió certificación al  Servicio del 


Promotor de la Acción Disciplinaria con el siguiente tenor: 


“XX, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado XX, CERTIFICO:  


De conformidad con el informe requerido en el asunto de referencia, se 


hace constar el estado actual de la pendencia, a los efectos procedentes.  


En primer lugar, las resoluciones pendientes de firmar suman un total de 


725, según listado en Excel de firma de cada una de las secciones). No se 


ha podido efectuar cotejo de la bandeja de entrada de la Magistrada.  


Respecto de los AUTOS FINALES y SENTENCIAS pendientes de dictar, se 


hace constar:  


* 117 SENTENCIAS PENDIENTES celebradas con vista y  


* 14 Autos pendientes con vista  


* 81 sentencias pendientes en procedimientos sin vista.  


Constan documentos Excel en este Juzgado para el control y actualización 


de los datos anteriores y con los que se continúa el seguimiento con 


instrucciones por parte de esta Letrada.  


En X, a 2 octubre de dos mil veintitrés.” 
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SEGUNDO - Por lo que respecta al rendimiento de la magistrada contra 


la que se dirige el presente expediente, según los datos obrantes en la 


Sección de Estadística del Servicio de Inspección del CGPJ, la entrada de 


asuntos en el Juzgado XX, en el año 2020 alcanzó un 115%, en el año 2021 


se situó en un 132% y en el año 2022 en un 168%. 


La dedicación del órgano judicial respecto al indicador fijado como criterio 


técnico por el CGPJ, alcanzó un 107,7% en el año 2020, un 118,2% en el 


año 2021 y un 142,6% en el año 2022.  


La dedicación de la Magistrada titular, doña XXX, alcanzó el 98,9% en el 


año 2020, el 112,6% en el año 2021, el 92% en el año 2022. 


 


TERCERO.- Con fecha 29 de septiembre de 2020, esta Comisión 


Disciplinaria del CGPJ impuso a la Ilma. Sra. doña XXX una sanción de 


suspensión de funciones por un mes, por la comisión de una falta muy grave 


de desatención en el ejercicio de deberes judiciales, prevista en el artículo 


417.9 de la Ley Orgánica 6/1985. 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


PRIMERO.- Los hechos declarados probados lo son como consecuencia 


de la prueba practicada en el procedimiento disciplinario con todas las 


garantías de contradicción, y ponen de manifiesto que la conducta de la 


expedientada podría ser constitutiva de una falta muy grave de retraso 


injustificado y reiterado en la resolución de procesos, tipificada en el artículo 
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417.9 de la Ley Orgánica 6/1985, consistente en  “la desatención o el 


retraso injustificado y reiterado en la iniciación, tramitación o resolución de 


procesos y causas o en el ejercicio de cualquiera de las competencias 


judiciales”; y todo ello atendiendo tanto a la significación subjetiva de las 


circunstancias concurrentes con respecto a la forma de proceder de la 


magistrada, como al alcance temporal del mencionado retraso, ciertamente 


considerable desde un punto de vista numérico así como temporal. 


SEGUNDO.- La sentencia de 29 de enero de 2018 de la Sala Tercera del 


Tribunal Supremo pone de relieve que el retraso en el desempeño de la 


función judicial, en cuanto al núcleo de la infracción disciplinaria que se 


examina, resulta ser un concepto jurídico indeterminado para cuya 


concreción han de utilizarse conjuntamente tres criterios, reiterados por la 


jurisprudencia contencioso-administrativa y que concurren en la cuestión 


examinada: (1) La situación general del órgano jurisdiccional; (2) el retraso 


material existente y (3) la dedicación del respectivo juez o magistrado a su 


función. Partiendo de lo anterior y desde una perspectiva estrictamente 


objetiva, la entidad de la demora puesta de manifiesto constituye una 


infracción muy grave ya que, siguiendo en este punto el criterio que 


apuntala la propia Sala Tercera del Tribunal Supremo en la sentencia de 31 


de marzo de 2016, se constata con las certificaciones aportadas la 


existencia de un retraso injustificado ─en cuanto que nada indica que penda 


de resolución causas de especial o relevante complejidad que justifiquen el 


resto de la pendencia─, y reiterado ─como se aprecia del número de asuntos 


pendientes en conjunción con su antigüedad─.  
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A todo ello, como es obvio, debe añadirse el elemento subjetivo de la 


conducta, en relación con lo cual, la Sentencia de la Sala Tercera, Sección 


Séptima, del Tribunal Supremo de 20 abril 2010 pone de relieve que «ha 


de destacarse igualmente que el elemento subjetivo de la culpabilidad 


resulta imprescindible en toda infracción disciplinaria y, por supuesto, 


también en todos y cada uno de esos tres específicos tipos de infracción». 


En el presente asunto resultan como datos de especial relevancia y que 


han sido declarados como hechos probados, la acreditación de una evidente 


y manifiesta tardanza en el dictado de las resoluciones, así como en la mera 


firma de las mismas, una tardanza que ha supuesto que la magistrada 


expedientada haya incurrido en una demora generalizada y absolutamente 


injustificada, tanto en el aspecto temporal como en la vertiente cuantitativa 


del número de actuaciones procesales que se vieron afectados por su 


conducta profesional, que, además, le es directa y exclusivamente 


imputable a la expedientada. 


TERCERO.- No consta, del resultado de todo lo actuado, que la pendencia 


reprochada afectase a asuntos de especial complejidad o singularidad, ni 


que la ahora expedientada se haya visto afectada por alguna circunstancia 


excepcional que la impidiese desempeñar normalmente su trabajo y 


obtener un rendimiento que permitiera reducir la pendencia, ni constan 


datos que evidencien objetivamente la supuesta y necesaria mayor 


dedicación de la expedientada a actividades jurisdiccionales diferentes del 


dictado de todo tipo de procedimientos, ni que existiese en el órgano judicial 


ningún problema funcionarial u organizativo que afectase al rendimiento de 


la magistrada, habiendo dispuesto la mismo y a lo largo de todo el 
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procedimiento, de las máximas garantías de su derecho de defensa y como 


una de sus expresiones, de la posibilidad de argumentar y justificar su 


actuación conforme a derecho. 


Nos hallamos, pues, ante una clara, reiterada, manifiesta e injustificada 


dejación del deber más característico de la función judicial: el dictado de 


resoluciones finales en plazo. Y esa dejación está también caracterizada (1) 


por el hecho de que la expedientada tenía pleno conocimiento de la 


existencia del retraso, (2) por una palpable pasividad en la adopción de 


medidas para evitarlo que no fuesen el dictado de sentencias en forma 


aleatoria y selectiva y (3) por la plena disponibilidad de la decisión, ya que 


solo la magistrada expedientada tenía la facultad de dictar las resoluciones 


pendientes.  


Todo ello es, en definitiva, la prueba más evidente y palpable de haber 


sido omitida la más mínima diligencia exigible en el desempeño de las 


funciones jurisdiccionales por parte de la magistrada, en lo que respecta a 


la faceta temporal de dicho desempeño, sin demorar, de forma injustificada 


y reiterada, el dictado de las correspondientes resoluciones pendientes. 


CUARTO. - En lo que respecta a la concreta determinación de la sanción 


que debe imponerse a la expedientada, ha de partirse de la previsión 


establecida en el artículo 421.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando 


dispone que “en la imposición de las sanciones por las autoridades y 


órganos competentes deberá observarse la debida adecuación o 


proporcionalidad entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y 


la sanción aplicada”. 
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Como tiene declarado la jurisprudencia -Sentencias de la Sección 7ª de 


la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000, 17 de julio de 


2001, 11 de noviembre de 2003, 13 de octubre de 2004 y 10 de febrero de 


2005, y de la Sección 8ª de 2 de marzo, 12 de mayo, 9 de julio y 17 de 


noviembre de 2009-, el principio de proporcionalidad de las sanciones 


requiere que la discrecionalidad que se otorga a la Administración 


sancionadora para su concreta aplicación se desarrolle ponderando y 


sopesando correctamente las específicas circunstancias del caso en 


cuestión, a fin de lograr la debida y necesaria adecuación entre los hechos 


imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que toda sanción debe 


determinarse en congruencia directa con la entidad de la infracción 


cometida y las particularidades fácticas y objetivas del supuesto 


sancionado.  


Resulta especialmente descriptiva la sentencia de la Sala Tercera, Sección 


Primera, del Tribunal Supremo de 29 de julio de 2014 -recurso de casación 


512/2013- cuando establece que «según recuerda la sentencia de esta Sala 


de 5 de octubre de 2011 (rec. num. 215/2010; FD 10º) « (...) el principio 


de proporcionalidad desempeña, en el ámbito del Derecho Administrativo 


Sancionador, un papel capital y ello no sólo en cuanto expresión de unos 


abstractos poderes de aplicación de la Ley en términos de equidad, sino por 


el hecho concreto de que las sanciones a imponer se encuentran definidas 


en nuestro ordenamiento, por lo general, de forma sumamente flexible, de 


tal modo que una misma conducta puede merecer la imposición de 


sanciones muy diversas y que se mueven en márgenes muy amplios y que, 


por lo mismo, pueden resultar, en la práctica, de cuantía y período 


extraordinariamente diversos. El principio de proporcionalidad, impone que 
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al no ser la actividad sancionadora de la Administración una actividad 


discrecional, sino una actividad típicamente jurídica o de aplicación de las 


normas, (así lo reconoce nuestro Tribunal Supremo en Sentencias de 23 de 


diciembre de 1981, 3 de febrero de 1984 y 19 de abril de 1985), los factores 


que han de presidir su aplicación estén en función de lo que disponga el 


Ordenamiento Jurídico en cada sector en particular y, muy especialmente, 


en las circunstancias concurrentes. Es en este ámbito en el que juega, 


precisamente, un papel extraordinariamente clarificador la motivación del 


concreto acto administrativo sancionador y en la medida en que la misma 


habrá de definir, no sólo las circunstancias modificativas de la 


responsabilidad apreciadas y probadas, sino, además, la específica razón 


que entiende la Administración concurre para, en los márgenes otorgados 


por la ley, imponer una concreta sanción». 


QUINTO. - Por lo que se refiere pues al juicio de proporcionalidad, hay 


que tener en cuenta que nos encontrarnos ante una falta calificada como 


muy grave por lo que la sanción a imponer puede ser la separación del 


servicio, el traslado forzoso y la suspensión hasta 3 años.  Tomando como 


referencia las precedentes consideraciones, valorada además la existencia 


de antecedentes disciplinarios de la expedientada así como la trascendencia 


temporal de los retrasos, la relevancia numérica del hecho constitutivo del 


mencionado retraso reiterado e injustificado con afectación al 


funcionamiento ordinario del servicio público y, particularmente, a los 


afectados por los asuntos postergados por la mera voluntad de la ahora 


expedientada se considera que la sanción a imponer debe ser la de 


suspensión de funciones por tiempo de 6 meses.  
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Es de destacar, por llamar especialmente la atención, que la magistrada 


acumulada numerosas resoluciones sin firmar, sin haber dado justificación 


alguna a dicha dejación de funciones. Dicha ausencia de firma implica un 


retraso más que evidente en la tramitación de los asuntos del juzgado, que 


impide a los funcionarios trabajar con normalidad y con cumplimiento de 


los plazos legales.  


La Sra. XX ya fue sancionada anteriormente, como ha quedado reseñado 


en el antecedente de hecho tercero con un mes de suspensión. Dicha 


sanción, vista la situación actual del juzgado, devino insuficiente ya que, no 


es que el juzgado continúe con los mismos retrasos con los que contaba, 


sino que la situación ha empeorado exponencialmente. Es por ello, que, 


encontrándonos ante el segundo expediente disciplinario contra la misma 


magistrada, por la misma falta por la que fue sancionada anteriormente, no 


procede sino sancionar con más ahínco y gravedad dicha conducta 


imponiendo en este caso, como se ha dicho anteriormente, 6 meses de 


suspensión. 


En atención a lo expuesto, vistos los preceptos citados y demás de 


general aplicación, la Comisión Disciplinaria, por unanimidad, en su reunión 


del día 11 de diciembre de 2023, 


ACUERDA 


Imponer a Dª. XXX, por su actuación como magistrada del juzgado X, 


una sanción de suspensión de funciones por tiempo de seis meses, por ser 


considerada autora disciplinariamente responsable de una infracción muy 


grave del artículo 417.9 de la citada Ley Orgánica. 
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Notificar este acuerdo a la interesada y al Excmo. Sr. Fiscal General del 


Estado, advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso, 


interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder 


Judicial en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la 


notificación. 


Comunicar el presente acuerdo a los denunciantes, a la Jefatura del 


Servicio de Inspección del Consejo General del Poder Judicial y al Excmo. 


Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de X y remítase nota al 


Servicio de Personal Judicial de este Consejo General del Poder Judicial. 


 


 


Fdo. Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy 
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En Madrid, a 11 de diciembre de 2023


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial,


integrada por su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea


Godoy, y los Vocales Excmos. Sres. D. Álvaro Cuesta Martínez, D. Francisco


Gerardo Martínez Tristán, D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva, D. Juan


Manuel Fernández Martínez, D. Juan Martínez Moya y D. José María Macías


Castaño, ha visto el Expediente Disciplinario nº XX/2023, instruido contra


el Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como juez sustituto en el Juzgado


XXX, por la presunta comisión de las faltas previstas en los artículos 417.8


y 13 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


ANTECEDENTES


PRIMERO. - En fecha 21 de junio de 2023 se adoptó el acuerdo de


incoación de expediente disciplinario contra el Ilmo. Sr. D. XXX, por su


actuación como juez sustituto en el Juzgado XXX, por la presunta comisión


de las faltas previstas en los artículos 417.8 y 13 de la Ley Orgánica del


Poder Judicial.


SEGUNDO. - Notificado el citado acuerdo al interesado, se practicaron


las actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos


objeto del expediente, como fue la formulación del correspondiente Pliego


de Cargos, en fecha 25 de septiembre de 2023 con la indicación de que los


hechos reflejados pudieran constituir faltas previstas en los artículos 417.8


y 13 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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De todo lo actuado y a los efectos del artículo 425.3 de la Ley Orgánica


del Poder Judicial, se dio traslado al Ministerio Fiscal, trámite correspondido


en plazo y forma mediante escrito de fecha 17 de octubre de 2023.


TERCERO. - El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 7 de


noviembre de 2023 propuesta de resolución, en la que reseñó que los


hechos llevados a cabo por el expedientado podían ser merecedores de una


sanción de veinte días de suspensión como autor disciplinariamente


responsable de una falta muy grave prevista en el número 8 del artículo


417, y diez días como autor disciplinariamente responsable de otra falta


muy grave prevista en el número 13 del citado precepto.


CUARTO.- Para la resolución del presente expediente se abstuvieron en


su decisión los vocales D. Álvaro Cuesta Martínez, D. Juan Manuel


Fernández Martínez y D. Juan Martínez Moya, por haber intervenido


previamente, respecto de los hechos considerados en la presente


resolución, como miembros de la Comisión Permanente.


QUINTO. - En la tramitación del presente expediente disciplinario se han


observado las prescripciones legales establecidas.


HECHOS PROBADOS


PRIMERO. – El día 9 de noviembre de 2022 el Ilmo. Sr. XXX (en lo


sucesivo, “el Juez expedientado”), en ese momento juez en prácticas en


labores de sustitución y refuerzo en el Juzgado XXX (artículo 307.4 LOPJ),


ordenó a la Letrada de la Administración de Justicia de ese Juzgado, que
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levantase una diligencia de constancia para hacer constar que, según el


Juez expedientado, la Ilma. Sra. Dña. XXX(en lo sucesivo, “la Fiscal”),


miembro de la carrera fiscal con la que había mantenido previamente una


discusión, le había levantado una mano en aparente gesto de menosprecio.


Dice dicha diligencia:


“La extiendo yo, el/la Letrado/a de la Administración de Justicia del


Juzgado XXX, a instancia y orden de S.Sia para hacer constar que según


manifiesta S.Sria estando hablando con el Mº Fiscal esta le ha manifestado


que no quiere hablar con él y ha alzado la mano, delante del funcionario D.


XXX testigo de los hechos de lo que doy fe.”


Ese mismo día, a las 14:58 horas, el Juez expedientado interpuso una


denuncia en el Puesto de la Guardia Civil de la localidad de X, contra la


Fiscal en relación con los hechos que constan en la diligencia reproducida


ut supra. La denuncia la interpuso haciéndose acompañar del funcionario


del Juzgado mencionado en la diligencia, para lo que incluso recabó el


permiso de la LAJ a fin de que el funcionario pudiera ausentarse.


Dicha denuncia dio lugar a la incoación de unas diligencias previas por


parte del Juzgado X de X.


El día 10 de noviembre, el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción


número Y recibió un fax, remitido precisamente por la Fiscal, donde


comunicaba que su intervención en los juicios leves previstos para ese día


tendría lugar de forma telemática. Dicho fax fue conocido por el Juez
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expedientado, que entendió que no estaba justificada la comparecencia


telemática de la Fiscal en sala.


A continuación, el Juez expedientado celebró tres juicios rápidos en los


que tuvo por incomparecido al Ministerio Fiscal (XX/2022,


XX/2022,XXX/2022).


- En uno, se hizo constar en el acta, en relación con ello: “sin que conste


ningún tipo de justificación”.


- En otro, el acta dice: “sin haber alegado causa justa para la debida y


advertida comparecencia física y habiendo incomparecido en el juicio


anterior sin ningún motivo”.


- Y en otro, consta en el acta de juicio: “El Ministerio Fiscal tras una


doble incomparecencia física e injustificada en los dos juicios por delito leve


anteriores señalados para el, día de hoy, no comparece presencialmente


por tercera vez sin haber alegado justa causa a criterio de este Juzgado”.


Posteriormente, el Juez expedientado dictó sentencia en los tres


procedimientos referidos.


Una vez notificada las referidas sentencias, la Fiscal promovió, en todos


ellos, los respectivos incidentes de nulidad de actuaciones. Dicha petición


se fundamentó, básicamente, (i) en que el Juez expedientado había


formulado denuncia contra la Fiscal que estaba desempeñando el servicio


de guardia semanal en su Juzgado, que estaba citada para la celebración


de dichos juicios y no tenía conocimiento de la denuncia interpuesta; y (ii)


en la falta de intervención del propio Ministerio Fiscal “que no compareció
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por propia voluntad sino que fue arbitraria e ilícitamente desconectado de


la conexión zoom por parte de los funcionarios del juzgado que, sin duda,


seguían instrucciones del Juez”.


El propio Juez expedientado, tras la tramitación de los citados incidentes,


decretó la nulidad de lo actuado en los tres procedimientos por entender


que, al momento en el que dictó sentencia, se encontraba incurso en causa


de abstención por haber denunciado a una las partes del procedimiento


(auto de 9 de enero de 2023, recaído en la ejecutoria penal número 57/2022


dimanante del juicio inmediato por delito leve número 821/2022; auto de 9


de enero de 2023, juicio inmediato sobre delitos leves número 819/2022;


y auto de 29 de enero del presente año en la ejecutoria penal 56/2022,


dimanante del juicio inmediato sobre delitos leves número 822/2022).


SEGUNDO. - El Juez expedientado carece de antecedentes


disciplinarios.


FUNDAMENTOS DE DERECHO


PRIMERO.- De los hechos declarados probados se infieren dos conductas


sancionables. En primer lugar, la comisión de la falta disciplinaria muy grave


prevista en el artículo 417.8 LOPJ y, en segundo lugar, la comisión de una


falta muy grave del artículo 417.13 LOP.


SEGUNDO.- En relación con la primera infracción, y con arreglo al


artículo 417.8 LOPJ, constituye falta disciplinaria muy grave “la
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inobservancia del deber de abstención a sabiendas de que concurre alguna


de las causas legalmente previstas”


El tipo infractor exige (i) que se identifique la concurrencia de un deber


de abstención; (ii) que el deber de abstención se incumpla; (iii) y que el


incumplimiento se produzca a sabiendas.


Los hechos probados se resumen en que (i) el Juez expedientado


interpuso una denuncia ante la Guardia Civil contra una concreta Fiscal; (ii)


que esa concreta Fiscal era la encargada de intervenir en los tres juicios


penales que se celebraron al día siguiente; (iii) que esa circunstancia era


conocida por el Juez expedientado, pero decidió continuar con el


procedimiento sin abstenerse no obstante ser consciente que le afectaba el


deber hacerlo, adoptando decisiones que impidieron la comparecencia de la


Fiscal en los juicios; (iv) y que una vez que la Fiscal puso de manifiesto las


anteriores circunstancias en los procedimientos, el Juez expedientado siguió


conociendo de ellos y adoptando decisiones sin abstenerse, hasta el punto


de declarar la nulidad de los procedimientos precisamente por concurrir la


causa de abstención que, sin embargo, no acordó.


Estos hechos resultan de los testimonios recabados y han sido


reconocidos por el Juez expedientado, aunque les atribuya diferente


relevancia jurídica.


Y al hilo de esta conclusión, o para llegar al ella, cabe realizar las


siguientes consideraciones.


En primer lugar, los hechos declarados probados suponen que en relación


con la concreta Fiscal que debía intervenir en los juicios concurría la causa
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de abstención del artículo 217.7ª de la Ley Orgánica 6/1985 (haber sido


denunciante o acusador de cualquiera de las partes).


En segundo lugar, los hechos probados ponen de manifiesto que el Juez


expedientado fue conocedor de quién era la concreta Fiscal que iba a


representar al Ministerio Público en las actuaciones que a la postre celebró.


Prueba de ello es que reconoció haber recibido el fax que aquella remitió y


que, de hecho, valoró para luego rechazar lo que le comunicaba


(comparecer telemáticamente).


El tercer lugar, no cabe aceptar una supuesta falta de conciencia sobre la


concurrencia de la causa de abstención en el momento de celebrar los


juicios cuando se considera que fue el Juez expedientado quien llevó a cabo


el acto personal de interponer una denuncia en la que identificó una persona


concreta (la Fiscal), que al día siguiente tuvo conocimiento del fax en el que


esa precisa persona comunicó su intervención en el juicio.


En cuarto lugar, no solo hasta ese momento ya había incumplido el Juez


expedientado su deber legal de abstención, sino que habría vuelto a


vulnerar dicho deber cuando dictó los tres autos de nulidad, a petición del


Ministerio Fiscal: si fue en ese momento cuando advirtió su obligación de


abstenerse, debió hacerlo de inmediato y no dictar pronunciamientos


jurisdiccionales, con independencia de su contenido.


En definitiva, desde que el Juez expedientado recibió un escrito suscrito


por la Fiscal de la que racionalmente debía necesariamente saber que había


denunciado, debería haber acordado su abstención, pues justo en ese


momento tuvo conocimiento de los dos factores determinantes para
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hacerlo: (i) que concurría la causa del artículo 219.7ª LOPJ y (ii) que debía


dictar pronunciamientos jurisdiccionales relevantes para el devenir de la


causa.


Llegados a esta conclusión, el Juez expedientado ha negado la relevancia


jurídica de los hechos a partir de varios argumentos.


En primer lugar, afirma que no concurre el supuesto de abstención


previsto en el artículo 219.7ª LOPJ porque el Ministerio Público no tiene la


consideración de “parte” en el sentido que define ese precepto.


En defensa de tal argumento, se hace mención a distintos preceptos


donde la normativa procesal refiere traslados y audiencias “a las partes y


al Ministerio Fiscal”.


Se rechaza el argumento.


Nuestra legislación procesal atribuye al Ministerio Fiscal la condición de


parte en numerosos preceptos (a título de ejemplo, artículo 4 LECRIM);


hasta el punto de que en numerosos procesos es la única parte acusadora;


a los que se añade numerosas normas procedimentales en donde se


atribuye al Ministerio Fiscal, expresamente, la condición de parte.


Y no puede dejar de apuntarse que a la inconsistencia del argumento se


añada la incoherencia del Juez expedientado con su alegación cuando se


tiene en cuenta que, a destiempo, se abstuvo precisamente porque


concurría el deber de abstención que ahora pretende poner en cuestión.


En segundo lugar, discute el Juez expedientado que concurra el requisito


subjetivo exigido por el tipo infractor de actuar “a sabiendas”.
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Teniendo en cuenta los hechos probados, el argumento es sencillamente


inaceptable por no racional: no es aceptable que se objete la falta de


“conciencia” sobre la concurrencia del deber de abstención cuando (i) fue


el Juez expedientado quien personalmente interpuso una denuncia contra


la Fiscal; (ii) quién leyó el fax que ésta remitió al día siguiente (ii) y que fue


en esas concretas circunstancias que se pronunció jurisdiccionalmente en


un determinado sentido..


TERCERO.- En relación con la segunda infracción, y con arreglo al


artículo 417.13 LOPJ, constituye falta disciplinaria muy grave “el abuso de


la condición de juez para obtener un trato favorable e injustificado de


autoridades, funcionarios o profesionales”.


El tipo infractor exige (i) el prevalimiento de la condición de juez, de


manera que imponga esa condición de manera indebida obteniendo con ello


algún tipo de ventaja que no guarde relación (injustificado) con el ejercicio


de la función; (ii) que la ventaja la proporcione una autoridad, funcionario


o profesional (iii) y que la finalidad sea precisamente obtener esa ventaja,


traducida en un trato favorable e injustificado.


Los hechos declarados probados se resumen en que (i) el Juez


expedientado tuvo una discusión con la Fiscal al margen de cualquier acto


procesal; (ii) que el Juez expedientado atribuyó a la Fiscal un


comportamiento desconsiderado; (iii) que decidió denunciarla y que


efectivamente lo hizo; (iv) que la denuncia que presentó contra la Fiscal no


debía tener ninguna repercusión en ningún procedimiento concreto; (v) y
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que para justificación o apoyo de su denuncia, el Juez expedientado ordenó


a la LAJ de su Juzgado que extendiera una diligencia con su versión de lo


sucedido.


Nuevamente los hechos no sólo resultan de los testimonios recabados


durante la instrucción del procedimiento, sino que tampoco son discutidos


por el Juez expedientado, sin perjuicio de la diferente valoración jurídica


que les atribuye.


Y los hechos declarados probados satisfacen la tipicidad del art. 417.3


LOPJ en la medida en que el Juez expedientado, desde su posición de juez


y aprovechando esa condición, impartió una orden a la LAJ para que


extendiera una diligencia de constancia en relación con hechos que no había


visto y que nada tenían que ver las vicisitudes de un procedimiento en curso


en el que esa diligencia hubiera de producir algún efecto.


Este comportamiento implica, en primer lugar, el carácter indebido de la


orden, en la medida en que el Juez dispuso de facultades propias del cargo


(impartir órdenes a la LAJ del Juzgado) para fines estrictamente personales,


como cabe calificar que lo son sus cuitas con la Fiscal y el hecho de que la


diligencia que obtuvo no se incorporó a ningún procedimiento del que


estuviera encargado el Juez expedientado, que es lo único que hubiera


justificado semejante orden.


En segundo lugar, implica que con esa orden obtuvo una ventaja en la


medida que de ella derivó un acto (la documentación en documento del LAJ


de su versión de unos hechos) con la que dar apoyo aparente a la denuncia


que presentó a la Guardia Civil, documento que cabe calificar de “ventaja”
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(según la RAE, “Superioridad o mejoría de alguien o algo respecto de otra


persona o cosa”) toda vez que no se encuentra al alcance de los ciudadanos


comunes obtener semejante documento de un LAJ por su sola solicitud.


En tercer lugar, implica también que la ventaja se obtuvo de un


funcionario (como de manera evidente cabe calificar al LAJ).


Y, en cuarto y último lugar, resulta evidente que la intención del Juez


expedientado fue precisamente y desde un primer momento sacar provecho


de esa “ventaja”: cabe descartar que utilizar la diligencia para interponer


una denuncia contra la Fiscal fuera una ocurrencia sobrevenida habida


cuenta la inmediatez entre la impartición de la orden, la redacción de la


diligencia y la interposición de la denuncia, hasta el punto de que en el


mismo momento de recibir la diligencia se solicitó permiso para que un


funcionario se ausentase del Juzgado y acompañase al Juez expedientado


para su presentación ante la Guardia Civil.


Concurren, por lo tanto, todos los elementos objetivos y subjetivos de la


tipicidad.


CUARTO. – Para la concreción de la sanción han de hacerse varias


consideraciones. En primer lugar, el artículo 421.3 LOPJ dispone que “en la


imposición de las sanciones por las autoridades y órganos competentes


deberá observarse la debida adecuación o proporcionalidad entre la


gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada”.
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En segundo lugar, según las sentencias de la Sala Tercera de 17 de


noviembre de 2009, 20 de abril de 2010 y 31 de marzo de 2011, el principio


de proporcionalidad de las sanciones requiere que la discrecionalidad que


se otorga a la Administración sancionadora para su concreta aplicación se


desarrolle ponderando y sopesando correctamente las específicas


circunstancias del caso en cuestión, con el fin de lograr la debida y necesaria


adecuación entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, de


suerte que toda sanción debe determinarse en congruencia directa con la


entidad de la infracción cometida y las particularidades fácticas y objetivas


del supuesto sancionado.


La precisa graduación de la sanción que haya de imponerse debe llevarse


a cabo en forma razonada y con arreglo a criterios que tomen en


consideración los diversos factores concurrentes, como son la existencia de


intencionalidad o reiteración, la naturaleza de los perjuicios causados, la


mayor o menor relevancia de su comportamiento, y, en definitiva, todas las


circunstancias de signo favorable o desfavorable que deriven de los datos


existentes en el expediente.


Sobre esta base y tras analizar las circunstancias concurrentes, son


elementos a tener en cuenta, en orden a proporcionar la sanción objeto de


propuesta:


a) La escasa experiencia profesional del expedientado en el momento en


el que se cometieron los hechos.


b) La relativa trascendencia de los hechos.
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c) El perjuicio que sufrió con su actuación la imagen del Poder Judicial,


habida cuenta su trascendencia externa, que dio lugar a la actuación de la


Guardia Civil.


d) La trascendencia para el buen funcionamiento de la Administración de


Justicia y los perjuicios para terceros, ya que con sus actos el Juez


expedientado provocó la nulidad de varios juicios e incluso la tramitación


de diligencias penales contra la Fiscal.


Partiendo de las anteriores consideraciones, teniendo en cuenta que, con


arreglo al artículo 420 LOPJ, la sanción de suspensión es la más leve que


puede imponerse al Juez expedientado, y que las sanciones propuestas por


el Promotor de la Acción Disciplinaria se sitúan en el tramo inicial del tercio


inferior de la sanción posible, las sanciones de veinte y diez días de


suspensión propuestas para las sanciones son absolutamente


proporcionadas.


QUINTO. - Tomando como referencia las precedentes consideraciones,


vistos los preceptos citados y demás de general aplicación, la Comisión


Disciplinaria, por unanimidad, en su reunión del día 11 de diciembre de


2023,


ACUERDA


Imponer al Ilmo. Sr. D. XXX, por su actuación como juez sustituto en el


Juzgado XXX, una sanción de veinte días de suspensión como autor
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disciplinariamente responsable de una falta muy grave prevista en el


artículo 417.8 LOPJ, y diez días como autor disciplinariamente responsable


de una infracción prevista en artículo 417.13 LOPJ.


Notificar este acuerdo al interesado y al Excmo. Sr. Fiscal General del


Estado, advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso,


interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder


Judicial en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la


notificación.


Comunicar el presente acuerdo a la Jefatura del Servicio de Inspección


del Consejo General del Poder Judicial y al Excmo. Sr. Presidente del


Tribunal Superior de Justicia de X y al Sr. Presidente del Tribunal Superior


de Justicia de Y y remítase nota al Servicio de Personal Judicial de este


Consejo General del Poder Judicial.


Fdo. Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy





